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Introducción

El desarrollo del análisis de las políticas públicas 
y la experticia académica

André-Noël Roth Deubel

Desde el inicio de la formación del campo de estudios de políticas pú-
blicas, la producción de conocimiento pertinente para mejorar la efec-
tividad de la acción de los gobiernos ocupa un lugar destacado. De 

este modo, el “llamado” de Lasswell (1951) a la academia y a las ciencias so-
ciales para que desarrollen unas Policy Sciences que produzcan conocimiento, 
tanto sobre los problemas como sobre las políticas, que permitiera mejorar las 
decisiones públicas, fue bien recibido. Para ello, Lasswell consideraba que el 
conocimiento científico más avanzado, junto con los saberes prácticos adquiri-
dos por la experiencia social y político-administrativa de situaciones concretas, 
eran insumos necesarios para diseñar mejor las intervenciones públicas de los 
gobernantes y para que la implementación y los efectos de estas fueran más per-
tinentes y eficientes. Según él, se tenía que involucrar de manera más eficiente 
el siempre limitado recurso humano formado para la contribución a la solución 
de los grandes problemas públicos de la nación. Setenta años han pasado, pero 
sus palabras son de completa actualidad: “El talento altamente capacitado es 
siempre escaso y costoso. De ahí que la crisis plantee el problema de cómo 
utilizar nuestros recursos intelectuales con la más sabia economía” (Lasswell, 
1992, p. 79). Además de esta preocupación de orden práctico e instrumen-
tal, el autor consideraba también que este campo de estudios debía orientarse 
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normativamente hacia la profundización de la democracia y la realización de 
la dignidad humana, para hacer de esta nueva actividad unas auténticas Policy 
sciences of democracy (Lasswell, 1951), que resultarían “de las bodas optimistas 
del análisis científico con la planeación humanista” (Garson, 1992, p. 159). 

Para este propósito, Lasswell (1992) imaginó la necesidad de un desarrollo 
de la investigación en políticas públicas en dos direcciones complementarias: 
investigación básica e investigación aplicada1. De una parte, la investigación bá-
sica se dirige hacia el conocimiento del proceso, y por ello hay que estudiar el de 
las políticas públicas (policy process) para permitir un entendimiento sistemático 
de la formación, decisión, implementación y evaluación de estas. Por otra parte, 
la investigación aplicada se orienta al conocimiento en el proceso, es decir en 
el desarrollo del análisis de las políticas públicas (policy analysis) propiamente 
dicho, para estudiarlas  en sus contextos reales, a partir de: 1) una perspectiva 
interdisciplinaria y 2) una inclusión de los saberes prácticos situados (el “co-
nocimiento tácito” y la “experiencia” (Dror, 1970)). Estas dos posturas pueden 
parecer obvias hoy en día, pero eran muy poco comunes en esa época dominada 
por la idea de la necesidad de consolidación y especialización disciplinares. 

De esta manera, los conocimientos generales del policy process debían 
permitir nutrir los conocimientos específicos del policy analysis para que, en 
conjunto, se pudiera orientar la toma de decisión en políticas sobre bases cien-
tíficas, específicas y contextuales. Así, la articulación del conocimiento científico 
(básico) con el específico y situado (aplicado), orientada por y hacia valores 
democráticos y de dignidad humana, permitirá mejorar la acción pública. En 
palabras de Dror (1992, p.126), la tarea paradójica de las ciencias que estudian 
las políticas públicas consiste en mejorar procesos extraracionales (creatividad, 
intuición, carisma y juicio de valor) e irracionales (motivación profunda) a 
través de medios racionales. 

Para la primera dirección, el policy process, se trató de estudiar el proceso 
de las políticas públicas como el objeto mismo del campo de estudio para 
contribuir al establecimiento de un conocimiento nuevo que apuntara hacia la 
elaboración de una teoría de las políticas públicas. En este aspecto, el nuevo 
campo de estudio, acogido por la entonces joven disciplina politológica, se 
desarrolló inicialmente alrededor de la herramienta bien conocida de “ciclo 
de la política” con sus diferentes fases. Sin embargo, a pesar de sus reconoci-
das cualidades heurísticas, a partir de la década de los años ochenta del siglo 
xx, el ciclo fue cuestionado tanto por las mismas transformaciones históricas 
del proceso de las políticas públicas —en particular, por la participación en 
este de cada vez más actores ajenos a las instituciones gubernamentales y la 

1	 Esa distinción entre investigación básica y aplicada resultó problemática y sigue siendo 
un punto de discusión. Al respecto véase Cairney y Weible, 2018. 
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imposibilidad de distinguir claramente las diferentes fases del ciclo— como 
por las críticas demoledoras de destacados investigadores en políticas públicas. 
Estos recalcaron su carácter poco científico (ausencia de hipótesis) y el hecho 
de que prevaleciera el carácter descriptivo y no el explicativo, por lo que se 
invitó a desarrollar mejores teorías (Sabatier, 1999). 

A partir de ese momento, y en un contexto marcado por la irrupción del 
paradigma neoliberal en la acción gubernamental, la perspectiva dominante 
de investigación, ya escindida entre las tradiciones sinóptica y antisinóptica2 
(Garson, 1992), entró en crisis. Las Policy Sciences, con su fuerte anclaje al pa-
radigma positivista y su confianza en un mejoramiento gradual o incremental 
de las políticas a medida que progrese y se consolide el conocimiento, fueron 
profundamente cuestionadas. Entonces, la investigación en busca de una teoría 
de las políticas públicas se fragmentó en una variedad de enfoques y combina-
ciones de teorías adosadas en la diversidad paradigmática usada por las ciencias 
sociales (neopositivismo, pospositivismo, teoría crítica, constructivismo)3.

De manera general, se puede considerar que, desde ese momento, los 
años noventa, la discusión académica se fue estructurando alrededor de dos 
grandes ejes. Un eje mayoritario de tipo explicativo y empiricista, que busca 
revalidar una perspectiva positivista renovada (neopositivismo), que acepta 
límites al conocimiento sinóptico e integra nuevos elementos. Y un segundo 
eje minoritario, interpretativo y postempiricista que otorga un peso variable, de 
complementario a principal, a la subjetividad (los elementos extraracionales e 
irracionales de Dror) de los actores y de los investigadores en la interpretación 
de los procesos de políticas públicas. Al desestimar la validez y pertinencia de 
los datos objetivos medibles para realizar proyecciones a futuro, este último eje 
considera la imposibilidad de elaborar una teoría general del proceso de políticas 
públicas por estar siempre situado en tiempo, lugar y con actores prácticamente 
únicos e irrepetibles. De allí que para este eje resulte primordial desplazar la 
mirada hacia las condiciones concretas de producción de las políticas públicas. 

Por lo anterior se insiste en la necesidad de democratizar el proceso de las 
políticas, el cual se considera ha sido secuestrado por los intereses y los discur-
sos de los expertos y élites dominantes, con el fin de reanudar el compromiso 
democrático y deliberativo que Lasswell había señalado para las Policy Sciences 
(Fischer, 2003, 2009). Este segundo eje se creó en torno a la constitución de un 
giro interpretativo —y no explicativo, concepto relacionado con la demostración 

2	 “La sinopsis, que significa visión global del todo, fue condensada en el análisis de 
sistemas; en contraste, los académicos antisinópticos acentuaron los límites —de hecho, 
la imposibilidad— del conocimiento racional para abarcar sistemas enteros de acción” 
(Garson, 1992, 159). 

3	 Se puede ver una síntesis del debate epistemológico en Guba y Lincoln (1989) y en 
Roth (2014).
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científica— que se despliega en una variedad de giros: argumentativo, retórico, 
afectivo, narrativo, etc. En este sentido, se aboga por la humanización y por la 
reapropiación sensible del proceso de las políticas públicas, en vez de pretender 
transformarlo en una simple técnica racional, una dialéctica sin retórica basada en 
la metodología de una ciencia experimental (Roiz, 2016, 2021). De este modo, se 
reconoce a la política pública como un proceso fundamentalmente político, con-
tingente y no exento de retórica, es decir no como un proceso de pura ingeniería 
institucional que, para retomar a Hegel hablando de la filosofía: “No tiene otro 
designio que eliminar lo contingente de lo público” (citado por Roiz, 2021, p.1). 

Lo que sí se ha mostrado, tanto desde la perspectiva neopositivista (ra-
cionalidad limitada de Simon (1983)) como desde la perspectiva del giro ar-
gumentativo (Majone, 1997), es que muchos de los problemas que tratan las 
políticas públicas deben ser entendidos como problemas “retorcidos”, o de tipo 
transcientífico, precisamente por su imposibilidad de ser resueltos por la sola 
racionalidad o cálculo científico (Weinberg, 1972; Majone, 1997). Eso significa 
que la deliberación política es absolutamente irreductible. La ciencia no puede 
eliminar totalmente de la vida pública, y del proceso de decisión, la influencia 
de los valores políticos y la presencia de la contingencia y la incertidumbre. Se 
descarta así la idea (¿ideología?) de la posibilidad de la existencia de una única 
solución verdadera y mejor que cualquier otra (al estilo del One best way de 
Frederick Taylor). Resulta entonces claro que es mediante la expresión, en el 
espacio público, de la pluralidad de los argumentos que se cualifican los pro-
cesos deliberativos y democráticos, que se limitan las opciones de políticas, y 
que se conocen mejor las posibles consecuencias de estas con el fin de evitar 
así, ojalá, las peores soluciones. De este modo, se trata de convencer con argu-
mentos creíbles y no de demostrar verdades.

En los últimos años, frente a este bienvenido pluralismo epistemológico, 
han surgido diversas propuestas que intentan promover una refundación que 
permitiría reintegrar el campo de estudios en unas New Policy Sciences (Cairney 
y Weible, 2018; Roth, 2018) y en unas propuestas de agenda de investigación 
común (Weible y Durnova, 2020). 

Sin embargo, a pesar de la sofisticación creciente y de las intensas con-
troversias que se generaron en el campo alrededor de las diversas propuestas 
teóricas, tanto explicativas como interpretativas o incluso mixtas (Roth, 2014), 
se debe reconocer que los avances en la comprensión científica de la complejidad 
del policy process, desde la disciplina politológica, no tuvieron una incidencia 
importante en la práctica gubernamental (Cairney y Weible, 2018). En cambio, 
sí tuvieron un impacto considerable en la formación de políticas públicas y en 
el cómo hacer del gobierno las teorías más reductoras de la complejidad social y 
política y desarrolladas por las ciencias económicas neoclásicas. Los análisis de 
políticas fundamentadas en estas teorías brindaron (y siguen brindando) soporte 
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a la transformación neoliberal de las políticas públicas, principalmente durante 
las décadas de los ochenta y noventa del siglo pasado, y luego, desde los años 
2000 hasta hoy en día, desde una perspectiva más de tipo neoinstitucional. 

Teniendo en cuenta esto, el camino ha sido un poco diferente para la se-
gunda dirección señalada por Lasswell: el análisis de políticas públicas (policy 
analysis). Fue su tarea ofrecer una argumentación convincente y creíble, fre-
cuentemente presentada de forma abusiva como una demostración científica 
basada en evidencias objetivas, para la toma de decisiones gubernamentales. 
Además, con el giro neoliberal, se generó una creciente demanda de experticia 
y de asesoramiento en materia de políticas públicas específicas por parte de las 
instituciones gubernamentales. Estas necesitan este apoyo tanto para encontrar 
y desarrollar alternativas factibles y efectivas para la acción pública, como para 
legitimar científicamente sus decisiones ante la sociedad. 

En el contexto neoliberal, de reducción y reforma del Estado legitimadas 
por las teorías económicas neoclásicas, esta demanda de experticia se ha exten-
dido a la mayor parte de los sectores gubernamentales. Debido a la sustitución 
de los preceptos de la administración pública tradicional (de tipo weberiana) 
por la doctrina de la Nueva Gestión Pública (o New Public Management) (de 
orientación neoliberal y neoinstitucional) que fomenta una estrategia de frag-
mentación de las políticas en proyectos para permitir su delegación y contrata-
ción externas (outsourcing), los gobiernos, con administraciones reducidas, se 
han vuelto cada vez más ignorantes de la realidad de los problemas públicos, 
así como del diseño y de la ejecución de sus respectivas políticas. Así, para 
los gobiernos, la adquisición de conocimiento experto sobre los problemas 
públicos, la implementación y los efectos de sus propias políticas, debe ahora 
ser contratada como parte de “los servicios de análisis de políticas públicas”. 
Lo anterior tendrá entonces como corolario la creación y el desarrollo de un 
mercado de experticia y de consultoría. 

En esta configuración de una acción pública fragmentada, por su modo 
de gestión, en una multitud de proyectos que difícilmente logran integrarse 
coherentemente, las universidades, como centros de investigación científica, 
aparecen entonces como parte de los actores de este mercado competitivo de 
asesoramiento y de consultoría en materia de análisis de políticas públicas. De 
este modo, las universidades podrían contribuir de manera importante a la 
necesaria diversificación y pluralismo de la experticia (Roth y Roa, 2021). De 
hecho, en el marco de sus actividades misionales de investigación y extensión, 
las universidades, y en particular la Universidad Nacional de Colombia, de-
sarrollan labores que generan conocimientos básicos y aplicados en diferentes 
disciplinas que pueden ser útiles a los responsables de la formulación y de la 
toma de decisiones en lo respectivo a la política pública. Lo anterior genera 
posibilidades de colaboración entre sectores políticos y académicos. Así, en un 
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contexto en el que el sector académico público está cada vez más incitado y pre-
sionado para lograr mayor autofinanciación, la consultoría en políticas públicas 
aparece entonces como una fuente de recursos potencialmente importante. Con 
respecto a esto, es importante tener en cuenta los riesgos para las universidades 
en materia de pérdida de autonomía para la investigación. 

Las relaciones entre  la academia y la política suelen estar marcadas por algo 
de incomprensión y de desconfianza. Frecuentemente, para el sector político, 
los conocimientos generados por la academia no suelen presentarse bajo una 
especie de recetario o de solución “llave en mano”, sino que, por el contrario, 
se encuentran diseminados en un mar de prosa científica poco comprensible o 
desconectada de la realidad para aquel agente político interesado en soluciones 
prácticas inmediatamente aplicables. Por otro lado, el mundo académico suele 
expresar desconfianza hacia el sector político, al cual considera incompetente 
y siempre presto a simplificar, distorsionar, instrumentalizar el conocimiento 
científico para fines “politiqueros”, o a legitimar un uso equívoco de este para 
buscar réditos políticos a corto plazo. Así mismo, existe también el riesgo de 
que la academia pierda su sentido crítico hacia el agente gubernamental con-
tratante y se vuelva un instrumento o, peor, un operador, para la legitimación 
o la ejecución de ciertas políticas.

Si bien este desencuentro entre ciencia y política es muy habitual, esto no 
significa que deba haber una resignación y que se deban ignorar mutuamente. 
Así, es preciso construir los canales para un diálogo en beneficio de la sociedad 
colombiana y no solamente para el gobierno de turno. Tal y como lo señala Car-
den (2009): “Influir en la política con buena investigación supone un desafío en 
cualquier parte (...) y es especialmente difícil en los países en desarrollo” (p. 28) 
por ciertos rasgos característicos de los mismos, entre los cuales se pueden 
destacar: la precariedad de las instituciones y las tradiciones democráticas, los 
movimientos de personal, los desafíos de la implementación y las relaciones 
clientelistas. Según Carden, superar esos obstáculos “requiere la creación de 
relaciones entre miembros de las comunidades de políticos e investigadores-re-
laciones de confianza reforzadas por trabajo fiable y provechoso en ambos lados 
de la sociedad investigación-política” (2009, p. 36). Sin embargo, y en el mismo 
sentido que señalaba Lasswell hace ya siete décadas, se debe tener en cuenta 
lo que muchos analistas suelen olvidar: que las Policy Sciences en general, y el 
análisis de políticas públicas en particular, deben orientarse normativamente 
por su compromiso con la democracia y la dignidad humana. Esto es parti-
cularmente importante para una institución como la Universidad Nacional de 
Colombia (unal) por su reconocida misión crítica y su empeño por la defensa 
de la igualdad, la inclusión y la paz en el país. 

Por lo anterior, este libro pretende ser una muestra del compromiso polí-
tico de la unal con la causa de la dignidad humana y la democracia, mediante 
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sus actividades de investigación, de extensión y de consultoría. Así, a través 
de los diferentes capítulos que componen la presente obra, el lector encontra-
rá esa preocupación constante por la participación, el diálogo y la inclusión. 
De este modo, se relatan experiencias particulares de relacionamiento con el 
sector público con la intención de lograr incidir en el curso de acción de los 
gobiernos. Sin embargo, este libro no es un catálogo de éxitos rotundos, con 
carácter emblemático para la autosatisfacción institucional. Es más una muestra 
del empeño de muchos miembros de esta comunidad académica que, tal como 
Sísifo, no han renunciado a intentar poner su inteligencia individual y colectiva 
al servicio del bien común, con la esperanza de influir en la construcción de 
una sociedad mejor, democrática y con dignidad humana. 

En este sentido, en el primer capítulo el lector podrá contextualizar, de 
manera más amplía, la discusión aquí iniciada. En él se precisan los diferentes 
conceptos para situar el papel de la academia en relación con las políticas públicas 
y se considera que la comunidad académica no puede dejar pasar la oportunidad 
de “contribuir de manera decidida a la construcción de lo público” (Guerrero). 

Luego, el libro presenta una serie de experiencias que hemos agrupado 
en tres partes. Así, los capítulos dos, tres, cuatro y cinco conforman la sección 
“Ambiente, hábitat y alimentación”. El capítulo dos propone un diagnóstico 
de la situación ambiental de Colombia y tiene en cuenta recomendaciones 
de política pública para que “se posibilite la gobernanza de los territorios de 
cara a principios ecológicos para la protección de la biosfera, que preserven la 
sostenibilidad de los sistemas vivos, que posibilite un desarrollo equitativo y 
el bienestar de los colombianos” (Rojas, García y Ochoa). En el capítulo tres 
se analiza el tema crítico de la situación forestal y en él los autores concluyen 
que la “Universidad está llamada a apoyar a las comunidades y a la naturaleza, 
como sujetos de derechos, de los embates del desarrollo no sostenible, a veces 
cohonestado y promovido desde las entidades gubernamentales” (Zornoza). 
Más adelante, en el capítulo cuatro,  se trata el tema de la alimentación. El texto 
señala experiencias que han buscado

(…) la transformación del referencial de la política pública alimentaria y nutri-

cional en el país, abogando por la formulación participativa de los mecanismos 

de articulación entre los niveles nacional y local en el marco de un proceso 

amplio que permita la incorporación de las visiones de todos los actores in-

volucrados. (Ramírez)

Para cerrar esta sección temática, el capítulo cinco expone la preocupación con 
respecto a la planificación a favor de un hábitat urbano sostenible en la Amazonía. 

La segunda sección, “Salud, políticas sociales y paz”, se compone de cinco 
capítulos. El primero de ellos, el capítulo seis, relata “dos experiencias de interlo-
cución con las políticas de infancia y adolescencia que se prolongaron por varios 
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años” (Duran y Torrado). Luego, el capítulo siete analiza el tema espinoso y no 
resuelto de la eutanasia en niños, niñas y adolescentes. El texto da cuenta de la 
experiencia de realización de un Cabildo ciudadano —inspirado en la metodología 
de las Conferencias de consenso— para ayudar a la formulación de recomenda-
ciones sobre política. Por otro lado, la Atención Primaria en Salud (aps) es el tema 
tratado en el capítulo ocho, en él se relata cómo la participación de la academia, 
en la construcción de la política pública en aps, logró ser incluida en el Plan 
Departamental de Desarrollo 2020-2023 y en los Planes Municipales de las 27 
localidades del Departamento de Caldas. El siguiente capítulo, el noveno, recoge 
los pasos y analiza desde la perspectiva de la antropología cómo se ha logrado 
la formulación de los lineamientos de la política pública de educación inclusiva 
para Bogotá. Finalmente, para cerrar esta sección, el capítulo diez relata “algunas 
experiencias destacadas (…) en términos de desarrollo rural, políticas de tierras, 
enfoque territorial, multifuncionalidad y extensión agropecuarias” (Castaño et 
al.) llevadas a cabo en el contexto del Acuerdo de Paz. 

Por último, la sección final, “Derecho y gestión pública”, está conforma-
da por cuatro capítulos. El primero de ellos inicia con la presentación de las 
recomendaciones que han surgido de mesas de trabajo temáticas relativas a la 
propiedad intelectual. Posteriormente, el capítulo doce relata la experiencia del 
desarrollo de un modelo de auditoría continua para el control fiscal colombiano. 
Luego, el número trece, “expone los factores que inciden en la consolidación 
de una política pública para el patrimonio cultural subacuático en Colombia” 
(Rengijo) y se refiere en particular al caso del galeón San José. Finalmente, y 
para cerrar la exposición de estas experiencias académicas de trabajo colabora-
tivo con el sector gubernamental, se relata la experiencia de contribución a la 
propuesta de creación de la función de Chief Information Officer para liderar la 
transformación digital en el sector público. 
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Las dinámicas públicas en los países de Latinoamérica se encuentran en un 
proceso de transformación que abre sus puertas a la participación activa de 
nuevos actores, los cuales se suman a los intereses de las élites tradicionales 
que monopolizaban casi en su totalidad la toma de decisiones. De esta manera 
podemos ver, en las primeras décadas del siglo xx, un escenario político y so-
cial en pugna, en el que los movimientos sociales brindan un panorama de las 
presiones ciudadanas y las exigencias colectivas para el ajuste de los sistemas 
de democracia representativa que no han logrado romper con la tradición de 
desigualdad heredada del periodo colonial y, por el contrario, la han hecho 
más profunda a raíz de la implementación de políticas económicas de corte 
neoliberal (Bringel, 2020). Es así como la globalización, en forma de tratados 
de libre comercio y apertura de fronteras, se ha convertido en un nuevo lastre 
para las incipientes economías de América Latina, que no han logrado la in-
dustrialización y se encuentran estancadas como proveedoras de commodities 
en la economía mundial.
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Como el lugar más desigual del mundo, América Latina presenta índices aún 
más acentuados que África y la brecha social y económica solo sigue aumentando 
la rápida concentración de capitales que, a su vez, ocasiona conflictos sociales 
y sobre todo violencias (Lustig, 2020). Así, el extractivismo, la corrupción ins-
titucional, la concentración de tierras para la ganadería, la explotación agrícola 
intensiva, la contaminación y la deforestación incrementan la presión sobre co-
munidades locales que buscan respaldo público (nacional e internacional) para 
generar cambios en la institucionalidad. Ante la emergencia de estos reclamos 
sociales, las rígidas estructuras estatales han tenido que ceder paulatinamente 
en búsqueda de legitimidad, y, por ello, han generado algunos espacios de en-
cuentro, entre las instituciones y los actores sociales, para pactar soluciones.

En el caso de Colombia, se presenta la paradójica situación de un marco 
legal que promueve la garantía de derechos sociales, de representación y de 
participación de minorías; frente a un entorno político e institucional anclado 
a prácticas de nepotismo, cerrados partidos políticos y corrupción electoral. En 
este sentido, la Constitución Política de 1991 se configura como un hito en la 
articulación del Estado y la sociedad civil, al establecer como uno de los fines 
esenciales de las instituciones el de facilitar la participación de los ciudadanos 
en las decisiones de tipo económico, político, administrativo y cultural. De 
este modo, esta incidencia queda instaurada como un derecho (Constitución 
Política de Colombia, 1991, artículo 2) que puede verse en leyes, tales como 
la 489 de 1998, cuyo título viii hace énfasis en la democracia participativa y la 
democratización de la gestión pública, y la Ley estatutaria 1757 de 2015, que 
señala los deberes y derechos de la ciudadanía en las fases de planeación, imple-
mentación, seguimiento y evaluación de la gestión pública. Uno de los espacios 
de participación ciudadana más representativos en la toma de decisiones es el de 
la política pública, el cual plantea la definición colectiva de prioridades sociales 
por parte de diversos actores, una visión de largo plazo que sobrepasa los cortos 
periodos de gobierno, y acciones específicas para el desarrollo de objetivos. 

Con respecto a la academia colombiana, esta históricamente ha participado 
de manera esporádica en los escenarios de debate público, ya que ha concentra-
do su trabajo en la formación de capital humano especializado para escenarios 
políticos y de toma de decisiones, y en el fortalecimiento de disciplinas, de 
campos académicos y de investigación circunscrita en ellos. Sin embargo, la 
modernidad y las nuevas dinámicas de construcción y circulación de conoci-
miento enfrentan cada vez más a la academia con la idea de replantear la visión 
de investigación disciplinar y de temáticas definidas por la comunidad científica, 
para enfocarla a una investigación multidisciplinar que solucione problemas. Lo 
anterior tiene como consecuencia el abandono de la autoreferencialidad científi-
ca, la promoción de procesos de transferencia de conocimiento más amplios que 
trasciendan los círculos académicos, el uso de lenguajes menos especializados, y, 
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sobre todo, el hecho de entablar relaciones de diálogo, debate y validación con 
actores no expertos para establecer los derroteros de la investigación científica 
enlazados al contexto social.

De esta manera, las apremiantes circunstancias de la región requieren de 
una academia comprometida con la realidad social, activa y propositiva, que 
valide sus agendas de investigación científica con la sociedad o, en su defecto, 
que las proyecte en relación con las agendas de necesidades y prioridades públi-
cas, tales como los planes de desarrollo nacionales y regionales, o los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible. Además, y aún más importante, la academia debe 
vincularse con las agendas de intereses ciudadanos, poblacionales o locales que 
buscan materializar derechos, justicia social e igualdad de oportunidades para 
los menos representados.

En este sentido, los diferentes escenarios de política pública en Colombia 
se constituyen como indicadores de necesidades de la sociedad, en el corto y 
mediano plazo, en referencia a los cuales se pueden establecer rutas, en la aca-
demia, para generar investigación multidisciplinar que aporte a la cualificación 
del debate público. Teniendo en cuenta esta necesidad, este escrito se propone 
la exploración de esas rutas, a través de las cuales la academia colombiana tiene 
la posibilidad de aportar en la construcción de lo público, al asumir un papel 
articulador en momentos de transición.

La política pública 

Desde el análisis académico, la política pública se presenta como un proceso 
sociopolítico, complejo y altamente dependiente del contexto, que se redefine 
a lo largo de su desarrollo por los intereses y los balances de poder entre los 
actores que dan forma al proceso. Debido a lo anterior, se han creado diferen-
tes concepciones en la literatura académica acerca de cómo puede definirse 
y entenderse como objeto de estudio, tal y como lo explica André Nöel Roth 
(2021). Por esta razón, este análisis no buscará abarcar en una nueva definición 
sus componentes, sino que a partir de elementos ya identificados y la heurística 
de su proceso, indagará por aquellas características que permitan a la academia 
su inserción en el engranaje instituciones-Estado-gobierno. 

En este sentido es posible identificar dos ámbitos de la praxis de la política 
pública: uno institucional y uno político. Para profundizar en el primero se toma 
como punto de partida la definición brindada por Dye: “Política pública es todo 
aquello que los gobiernos deciden hacer o no hacer” (2008, p. 2), enfoque que 
la posiciona, acertadamente, como el mecanismo orientador del Estado en una 
nación democrática. De este modo el intercambio constante de perspectivas 
y la comunicación entre instituciones del Estado y la ciudadanía define una 
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dinámica constructiva y sostenible de lo público, mediante la cual se equilibran 
los enfoques tecnocráticos de la burocracia oficial, que encuentran en los estudios 
técnicos la fuente de información de los problemas sociales, con los intereses 
y saberes locales de las comunidades que viven y enfrentan diariamente los 
problemas. Así, los gobiernos representativos encuentran en la política pública 
el engranaje que les permite orientar estratégicamente el Estado según acuerdos 
plurales e incluyentes con la ciudadanía. 

Ahora bien, es importante aclarar que si bien la política pública orienta 
acciones del Estado, no todas las actividades de las instituciones están ligadas a 
esta, pues existe un elemento central que las diferencia y es el carácter prospec-
tivo de la política pública, que a partir de dinámicas de negociación construye 
rutas de acción ejecutables a lo largo de un tiempo establecido. Velásquez asocia 
esto con un:

Proceso de planeación que define una visión de largo plazo que sobrepasa 

los periodos de administración de los gobiernos y orienta el proceso de cam-

bio frente a realidades sociales relevantes. Es un instrumento de planeación 

orientado a la acción para lograr objetivos prioritarios, fruto de un proceso 

de concertación intersectorial y co-creación, en el que participa la adminis-

tración distrital, la ciudadanía, la sociedad civil, los gremios, la academia, etc. 

(Velázquez, 2009, p. 157)

Según esto, las actividades funcionales de las instituciones que se ejecutan 
para dar cumplimiento a las obligaciones de su misión, y que se derivan de 
planes ejecutivos sectoriales o regionales, no están asociadas a la política pú-
blica, así como tampoco lo están las decisiones unilaterales de los gobiernos:

En esta medida, acciones reactivas o improvisadas, que tradicionalmente los 

gobernantes realizan para apaciguar las tensiones suscitadas por algún pro-

blema coyuntural, no pueden ser consideradas acciones de política pública. 

(Torres-Melo y Santander, 2013, p. 58).

La procedencia de la acción es el diferenciador y siempre en política pública 
esta derivará de agendas concertadas para el trámite de problemáticas sociales. 
Por ello, las leyes no son políticas públicas en sí, aun cuando son componentes 
formales fundamentales: 

Dada la importancia que tienen las normas formales al interior de un arreglo 

institucional, son comúnmente empleadas para sellar un acuerdo alrededor 

de un asunto de política. La ley es un mecanismo fundamental para garantizar 

que la decisión de política que se tomó se mantenga y guíe el curso de acción 

de la política pública. (Torres-Melo y Santander, 2013, p. 60)
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Bajo esta lógica, las políticas públicas, como acuerdos públicos y sociales, 
anteceden a la ley, pero en sociedades con un amplio desarrollo ejecutivo y 
legal, esta también enmarca el ejercicio de la política pública en tanto establece 
los cursos de acción institucional que son posibles. De este modo, la ley define 
cauces para las decisiones que los actores sociales pueden tomar en conjunto 
sobre los temas públicos. Sin embargo, los Estados tienden a sobredimensionar 
estas limitaciones en función de la gobernabilidad y desvirtúan el acuerdo social 
como fuente de su actuar, lo cual se configura como causa de conflictos en las 
sociedades democráticas contemporáneas. Pero un Estado parte del consenso 
y termina en él, pues como estructura institucional legal, jurídica y ejecutiva, 
circunscrita en un territorio, se deriva del contrato social, que la erige como 
mediadora entre los intereses individuales y la búsqueda del interés común, 
como ruta del desarrollo de una sociedad (Ortegón, 2008). 

Ahora bien, con respecto al segundo ámbito de la política pública: el políti-
co, en él se evidencian las tensiones del proceso como dinámica de construcción 
de lo público. Estas tensiones tienen que ver con las formas del Estado como 
mediador (el cual puede dialogar con la sociedad en búsqueda de consensos o 
puede imponer decisiones desde la autoridad) y, por otro lado, con la manera 
en la que en una sociedad se definen el bien común y los actores que tienen 
el poder de imponer puntos de vista (y con ellos, también sus intereses) en la 
esfera pública. Lo anterior establece la relación entre política y comunicación 
definida por Habermas (1994) como uno de los aspectos analíticos más im-
portantes de la praxis política. De esta manera, la política pública, en estados 
sociales de derecho, es un mecanismo de funcionamiento del Estado que refleja 
la estructura y filosofía de las entidades públicas de cada sociedad en particular, y 
especialmente las lógicas históricas de poder que cimientan las instituciones. Es 
por esto que, si bien la teoría establece que la política pública es la función del 
Estado de promover la toma incluyente de decisiones, los desequilibrios sociales 
existentes condicionan de manera determinante esta inclusión de acuerdo a los 
accesos preestablecidos a derechos. 

A partir de todo lo anterior y en el marco del propósito de este escrito, 
podemos llegar a establecer los componentes esenciales que le dan forma a la 
política pública:

a.	 Su naturaleza es política en tanto negociación colectiva en la cual di-
ferentes actores, según sus intereses, debaten, acuerdan y disputan, 
en un escenario público, la orientación temporal del interés común. 
Peterson (2003) establece que por ser concertada, su naturaleza es de 
“bien público”.

b.	 En los escenarios de política pública se negocia el futuro de cada socie-
dad, al definirse los temas y problemáticas que deben ser prioridad para 
el colectivo y que implican movilización institucional y de recursos. 
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c.	 En este sentido, el Estado es garante del “bien público” que representa 
la política pública, y como tal tiene tres responsabilidades esenciales: 
la organización y articulación de los espacios y los actores sociales re-
levantes para todo el proceso de debate y negociación, llevar al plano 
formal de ley los acuerdos establecidos, y dado que la norma por sí sola 
no garantiza el cumplimiento de sus objetivos, es requerida finalmente 
la gerencia institucional para la materialización de los escenarios de 
futuro concertados.

d.	 Según lo anterior, el Estado lidera los procesos de construcción concer-
tada de las políticas públicas bajo un esquema abierto de gobernanza 
que permite: unificar agendas, consolidar una planeación a futuro, y 
generar estrategias de gobernabilidad efectivas para la implementación 
de lo planeado, que a su vez tengan en cuenta los enlaces de comuni-
cación con los actores sociales. En este sentido, la política pública no 
se administra, sino que se gobierna (Torres-Melo y Santander, 2013). 
Algunos autores asocian a este aspecto de gobernanza una inmensa 
relevancia, hasta el punto de identificar la política con el entramado 
social que se forma alrededor de ella (Hufty, 2008). 

e.	 De esta manera es responsabilidad del Estado promover el surgimiento 
de la política y garantizar la materialización de lo acordado, y es res-
ponsabilidad de los diferentes actores hacer veeduría del cumplimiento 
de lo pactado y seguimiento a lo planeado, para que, si se da el caso, 
se propongan ajustes ante circunstancias cambiantes.

La política pública vista desde la academia

En referencia a los procesos de política pública, y a pesar de constituirse como 
un actor social relevante y contar con conocimientos específicos que podrían 
ser aportados en la búsqueda de soluciones a las problemáticas sociales más 
apremiantes, la academia ha sido un observador, a veces pasivo, y ha limitado 
su actuar a contribuciones indirectas, bien formando capital humano hacedor 
de política o abordándola como objeto de estudio. 

Lo anterior se debe a la misma dinámica académica y, sobre todo, a la 
búsqueda de especialización disciplinar que sustentó la institucionalidad uni-
versitaria en el siglo xx. Bajo esta lógica, la política pública se convirtió no en 
un espacio de acción de cada una de las disciplinas presentes en la academia, 
a través del cual se transfiere conocimiento a la sociedad y se logra incidencia 
en la solución de problemáticas, sino que se consolidó como un saber disci-
plinar, con las limitaciones de intercambio que la especialización conlleva, en 
el ámbito de las ciencias sociales y políticas: el análisis de las políticas públicas. 
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De esta manera, el prototipo del hacedor de política pública se definió como 
aquella persona formada en el saber técnico de las políticas, y no como aquel 
con conocimiento de las problemáticas, su gestión y posibles soluciones.

Así mismo, las visiones racionalistas de las políticas públicas derivadas 
de las contribuciones de Harold Lasswell (1971) se enfocaron en disminuir 
los errores de los juicios de los actores involucrados en ellas, a través de la for-
malización econométrica y la descripción de hechos y resultados a manera de 
indicadores cuantitativos. De este modo, lo anterior orientó la praxis hacia otro 
saber especializado: la Economía. Por ello, el ciclo de la política será abordado de 
manera privilegiada desde la Economía y la Ciencia Política a finales del siglo xx  
y en gran medida hasta hoy, lo cual limita el escenario de participación de todos 
los demás saberes presentes en la academia.

Sin embargo, los cambios recientes en las formas de generación de conoci-
miento, que se han apartado de los esquemas disciplinares y se han orientado 
a la dinámica multidisciplinar y centrada en los problemas, y la irrupción de 
los Think Tanks, como organizaciones orientadas a generar influencia desde el 
conocimiento, han ocasionado que las academias empiecen a reconocerse como 
agentes participativos en los escenarios de política, y que diferentes disciplinas 
revalúen el monopolio que unas pocas tenían del tema y se decidan a aportar 
en estos escenarios políticos.

Así mismo, se han revaluado posiciones que antes se daban por sentadas, 
tales como las tendencias centralizadas de planificación y decisión sobre las 
políticas públicas afianzadas en las instituciones gubernamentales (Garson, 
1986) y que daban resultados no esperados o disimiles de lo proyectado. De 
igual modo, se ha venido revaluando la sobredimensión que han tenido histó-
ricamente los discursos expertos, y especialmente los economicistas, ya que “La 
elección social que se plasma en una política pública presenta una racionalidad 
pública completamente distinta a la economicista” (Stein y Tommasi, 2006,  
p. 409). Todo lo anterior con el propósito de dar mayor relevancia a otro tipo 
de conocimientos y saberes que amplíen la participación en los debates para 
incluir a aquellas poblaciones protagonistas de las problemáticas discutidas.

Política pública como espacio de negociación

Como parte de la transformación política de las sociedades democráticas con-
temporáneas, la dinámica de construcción de las políticas públicas ha transita-
do, como resultado de las presiones ciudadanas, de una etapa tecnocrática, en 
manos de los gobiernos representativos y expertos, a una etapa de apertura a 
la participación de diversos actores sociales (Parker, 2014).
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Esta nueva centralidad, como dinámica de construcción de lo público por 
antonomasia, la pone en el radar y en el interés de todos los actores sociales; 
hecho que la constituye como lugar de disputas y negociaciones en el que se 
juega la agenda pública y la priorización de recursos:

(...) la decisión de qué asunto debe ser objeto de política está lejos de ser un 

proceso aséptico de definición gubernamental del bienestar social, y más bien, 

es el resultado de las dinámicas de conflicto y cooperación que se dan en la 

construcción pública de los asuntos, donde los intereses particulares entran 

en disputa para ser considerados de interés general, dando forma a lo público 

(Fraser, 1997, p. 56).

Como parte de estas tensiones por la definición del “bien común”, los go-
biernos en ejercicio tratarán de imponer su propia agenda político-ideológica 
para fines electorales manipulando a la institucionalidad, y los grupos de perso-
nas con ciertos intereses generarán presión a partir de sus capacidades políticas 
y comunicativas, frente a la opinión pública, para posicionar sus posturas y 
forzar la apertura de espacios de participación que los incluyan.

Es así como el siglo xxi ha visto surgir diversos grupos de la sociedad 
civil, con inusitado ímpetu, que han encontrado en la comunicación no me-
diada (como las redes sociales), y en los nuevos medios digitales, plataformas 
de movilización que incentivan la apertura de la agenda hacia ciertos temas 
públicos, la pluralidad, el reconocimiento de derechos de minorías, grupos 
étnicos, grupos de diversidad de géneros y juveniles. Lo anterior tiene como 
consecuencia el reconocimiento social y la ampliación del debate hacia temas 
de interés que no eran reconocidos previamente. A pesar de esto, recientemente 
estos movimientos se han encontrado con un convulso mundo político en el 
que el resurgimiento de los populismos a nivel mundial ha impulsado agendas 
reaccionarias de corte conservador y nacionalista que hacen uso también de las 
nuevas prácticas comunicativas para la manipulación de los hechos públicos 
en la llamada era de la “posverdad”, en un nuevo desafío para las democracias.

En Latinoamérica las movilizaciones sociales se han generalizado, ante la 
profundización de las brechas sociales y la extrema concentración de la riqueza, 
en búsqueda de políticas públicas orientadas a la generación de oportunidades, 
de movilidad social y de igualdad de derechos, pero el monopolio del poder 
político y económico en pocas manos es el óbice fundamental para impulsar 
cambios sustanciales. 

En Colombia se conjugan los anteriores elementos más la complejidad de-
rivada del prolongado conflicto armado, de modo que los escenarios de política 
pública son un apremiante reto social en sí mismo que, por su importancia para 
la construcción de lo público y la solución concertada de problemáticas estruc-
turales, requiere de la intervención de la academia como articulador social, como 
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estructurador de reglas de juego claras, como garante de procesos sostenidos en 
el tiempo y como mediador ante el desprestigio de las instituciones políticas.

Conclusión: academia y decisiones públicas

Como actores sociales, las academias están llamadas a jugar un papel en las 
esferas públicas latinoamericanas para llenar vacíos y generar centros, nodos 
y dinámicas de generación de diálogo y circulación del conocimiento como 
base de mejores decisiones públicas. Sin embargo, es fundamental entender 
estos nodos de interconexión por defecto, pues los vacíos en el debate público 
son rápidamente ocupados por intereses que buscan monopolizarlo; por ello, 
la gestión del conocimiento debe ser agenciada desde un liderazgo decidido, 
reafirmado en el tiempo con presencia constante y validado con aportes en-
riquecedores para los demás actores sociales. En este sentido, se presentan 
algunos elementos que pueden aportar a la proyección de las academias como 
escenarios en donde se discuten las decisiones públicas:

a.	 Primero que todo, al interior de la academia deben generarse las condi-
ciones adecuadas para la participación de las diferentes disciplinas en 
escenarios de decisión pública. Ello implica dinámicas de articulación 
transdisciplinar que transgredan los límites clásicos establecidos acerca 
de qué disciplinas son sociales, cuáles deben aportar en los procesos de 
política pública y cuáles deben desarrollarse en relación con el mundo 
social y la participación política. Como principio, todos los saberes cons-
truidos en la academia son públicos y es su propósito llegar a la sociedad.

b.	 La defensa de la ética y la veracidad, como principios de la participa-
ción, la comunicación pública y la discusión sobre la realidad social, 
compete a las academias como instituciones preservadoras de la certeza 
y la evidencia, para afrontar fenómenos como las noticias falsas, la 
negación cínica de los hechos y la manipulación de la opinión pública.

c.	 Así mismo, debe entenderse, como parte del liderazgo de la acade-
mia, la preservación de las instituciones públicas y el ordenamiento 
legal como cause estructurado y regulado de la toma de decisiones y 
marco natural de la formulación de las políticas públicas. Por ello, la 
academia debe reforzarse y mejorarse desde una perspectiva crítica. 
De este modo, la estabilidad institucional de la academia, representada 
en una fuerte comunidad científica de construcción y validación de 
conocimiento, puede aportar solidez a los procesos de política pública 
frente a los cambios constantes que representan las elecciones políti-
cas y los gobiernos, posicionándose como garante de la consolidación 
de procesos de largo plazo que logren abordar de manera estructural  
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las profundas problemáticas sociales, y erigirse como custodio de la 
memoria de pactos y decisiones frente a aquellos agentes interesa-
dos en desviar las trayectorias concertadas para su propio beneficio 
(Torres-Melo y Santander 2013, p. 60). 

d.	 Finalmente, y teniendo en cuenta la tendencia de algunos enfoques 
políticos de relativizar los hechos sociales y de ideologizar la toma de 
decisiones, la academia debe priorizar, de manera constante, el acer-
camiento objetivo a los hechos y la rigurosidad en su análisis como 
fundamentos del diálogo público. Para ello, existen perspectivas estruc-
turadas de política pública que deben ser promovidas y posicionadas 
para su cualificación, entre ellas se encuentra la política basada en la 
evidencia y otros. 

Así, es importante entender que en los procesos de política pública existen 
dos ámbitos paralelos e interconectados: el primero es el político en el que se 
desarrolla la negociación de intereses y se toman decisiones; y el segundo es la 
gestión del conocimiento, en el cual los actores, en el intercambio dialógico, en-
tienden de manera más compleja los problemas sociales y proyectan soluciones 
basadas en la prospectiva, tales como escenarios futuros de entendimiento. En 
este segundo escenario es en donde más se requiere del liderazgo de la academia 
como institución experta en generación de conocimiento y en la preservación 
de los aprendizajes y errores en el marco de la evaluación constante de las 
actividades y sus resultados. 

De este modo, es evidente que la academia es la acompañante idónea de 
los complejos procesos de construcción de políticas públicas, cuyo punto de 
partida es el conocimiento imperfecto de las problemáticas a abordar (Cairney, 
et al., 2018). En referencia al modelo de Herbert Simon, en el que una hor-
miga, que transita hacia su destino por una playa, traza un camino sinuoso, 
no el más recto ni el más corto, y sin una meta fija debido a que no tiene una 
visión panorámica de la playa y el contexto puede cambiar constantemente, el 
camino representa tanto el conocimiento que se genera, como la capacidad de 
adaptación para lograr el fin determinado de la política pública, cuya gestión 
efectiva servirá para generar nuevas rutas más directas para abordar los pro-
blemas (Simon, 1956). 

De esta manera, en el encuentro entre la necesidad pública, de más y mejores 
escenarios de diálogo (abiertos y plurales en donde puedan generarse debates y 
procesos de construcción social desde la argumentación informada), y la capaci-
dad de construcción, gestión y preservación de conocimiento de las academias, 
se presenta hoy la oportunidad de transformación de las instituciones universita-
rias latinoamericanas como agentes sociales activos y dispuestos a crear alianzas 
sociales, más allá de los límites estrechos de las especialidades científicas y sus 
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intereses disciplinares. Lo anterior con el fin de contribuir de manera decidida a 
la construcción de lo público, a partir de la consolidación y desarrollo de agendas 
colectivas en función de mejores futuros para nuestras sociedades. 
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Introducción

En junio de 2017 se suscribió el convenio interadministrativo 1954 entre la 

Universidad Nacional de Colombia y la Secretaría de Educación del Distrito 

(sed), con varios objetivos, entre los cuales se encuentra la formulación de los 

lineamientos de la política pública de educación inclusiva para el distrito capital. 

El proceso metodológico del planteamiento de dichos lineamientos se estruc-

turó en cuatro fases: el análisis previo de las condiciones para la formulación e 

implementación de la política en educación inclusiva; el desarrollo de talleres y 

grupos focales con actores estratégicos; el diseño de rutas, mecanismos y estra-

tegias; y la construcción de la propuesta para la implementación de la política. 

El punto de partida fue el documento Estado de la cuestión y balance analítico 

sobre educación inclusiva, construido en el marco de un convenio suscrito entre 

estas dos entidades en el 2016, que dio cuenta de desarrollos conceptuales, 

marcos normativos y experiencias significativas colombianas y de otras latitudes 

(Miñana y Moreno, 2020). Uno de los ejes centrales, del proceso metodoló-

gico para la recolección de información, fue las mesas de trabajo con actores 
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estratégicos, representantes de distintos sectores de la educación en Bogotá y 
de los grupos priorizados por la sed bajo el enfoque diferencial. De este modo, 
el resultado de dichos escenarios constituyó uno de los principales insumos 
de la propuesta. Finalmente, se definieron los indicadores de la política y se 
consolidó el documento con los lineamientos.

Es importante resaltar que el equipo encargado de la formulación estuvo 
conformado en su mayoría por profesionales de antropología. Por este motivo, 
sostenemos que la perspectiva antropológica y sus continuas reflexiones sobre 
la otredad fueron una piedra angular para darle fuerza a la comprensión de la 
diversidad como una característica intrínseca de la condición humana. En este 
proceso definimos acciones para los grupos poblacionales que en la actuali-
dad se consideran sujetos de especial protección constitucional, pero también 
buscamos concretar el concepto de educación inclusiva, esto es: reconocer la 
diversidad de la población estudiantil en general. De este modo, las recomenda-
ciones de política estuvieron dirigidas a fortalecer el nivel local en la estructura 
del sistema educativo público.

Para ello, nos preguntamos lo siguiente: ¿qué barreras impiden el recono-
cimiento de la diversidad de la población estudiantil en el sistema educativo 
público?, ¿qué se requiere para superar esas barreras?, ¿cómo lograr cambios en 
el sistema educativo público para responder a los desafíos que traza la diversi-
dad?, ¿a quiénes involucramos en el proceso para lograr los objetivos trazados? 
En este sentido, el objetivo de este texto es dar cuenta del aporte antropológico 
en la formulación de la política pública de educación inclusiva del distrito, a 
partir de la conceptualización sobre la diversidad y de las decisiones metodo-
lógicas para el planteamiento del problema y la recolección de información que 
se realiza en diálogo constante con los actores estratégicos.

En el capítulo hablaremos, en primer lugar, de los fundamentos concep-
tuales que guiaron el trabajo; en segundo lugar, de las decisiones metodológicas 
que consideramos más importantes durante la formulación ya que se tomaron 
bajo la perspectiva antropológica; y por último, reflexionaremos sobre el aporte 
antropológico en el diseño de la política pública. 

Otredad, diversidad y educación inclusiva 

Una de las preguntas antropológicas recurrentes ha sido la que cuestiona a 
la otredad, una manera de nombrar la diversidad humana. En su trayectoria 
disciplinar, la antropología ha propuesto marcos conceptuales para el análisis 
de la diferencia, metodologías para acercarse a la otredad y tipos de escritura 
para hablar sobre, con o desde “los otros”. Para ubicar analítica y espacialmente 
a la otredad, el quehacer antropológico clásico se apoyó en conceptos como 
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“cultura” y “diferencia cultural”, los cuales establecieron límites entre grupos y 
personas. Sin embargo, como lo ha discutido la antropología más reciente, la 
otredad no es algo definible por fronteras o lugares establecidos, en cambio, es 
históricamente producida y hace parte de un continuo de relaciones de poder 
(Gupta y Ferguson, 2008). Así, la otredad antropológica es vista como una 
posibilidad analítica que permite el reconocimiento de diferencias particulares 
que desestabilizan cualquier idea preconcebida de lo que es la realidad. 

Si bien el concepto de diversidad no resuelve la problemática antropológica 
de la otredad, sí da un paso adelante para abordar las realidades y experiencias 
concretas de ámbitos particulares como la educación. A partir de la noción de 
diversidad cultural, esto es distintas características que constituyen la idea que 
tienen de sí mismas las personas (Miñana, Moreno y Herrera, 2020), pudimos 
reflexionar sobre los retos más significativos para una educación inclusiva que 
reconoce las diferencias y se transforma para responder a ellas. En el sistema 
educativo distrital, esta supone el reconocimiento de las diferencias y de la 
heterogeneidad evidenciadas en todas las personas que hacen parte del sistema 
educativo, y como resultado de la presencia específica en la escuela de grupos 
históricamente segregados o discriminados (Miñana et al., 2018). Por esto, la 
diversidad fue la ruta orientadora para definir las dimensiones y ejes de acción 
de la política de educación inclusiva.

Lo que entendemos como educación inclusiva surgió de un acercamiento 
previo a los conceptos sociológicos de inclusión y exclusión que tienen que ver 
con procesos de adaptación, al sistema social establecido, que dependen de las 
capacidades de las personas. Desde una mirada crítica, estos conceptos permiten 
evidenciar la responsabilidad de los sistemas sociales en la imposición de barre-
ras y promoción de actitudes discriminatorias que impiden el acceso a distintos 
ámbitos de la experiencia humana. Por lo anterior, en el proceso fue importante 
considerar un sistema educativo inclusivo que se transformara para abrirse a las 
necesidades de las personas, en lugar de hacer referencia a una inclusión educativa 
que implementara acciones aisladas en un sistema educativo todavía excluyen-
te. Así, comprendimos que la inclusión en educación requiere de un cambio 
de perspectiva para una transformación del sistema en este ámbito, ya que es 
necesario que reconozca las diferencias, se centre en los derechos, trayectorias 
y expectativas de la población estudiantil; reflexione sobre la manera en que los 
sistemas educativos mejoran para responder a las distintas necesidades estudian-
tiles; y posibilite la participación plena y activa de estudiantes y docentes como 
sujetos de su propia educación (Miñana, Moreno y Herrera, 2020).

Partir de la educación inclusiva como horizonte de la política pública de 
Bogotá, una ciudad que alberga distintas poblaciones, supuso aceptar la diver-
sidad que caracteriza a toda la población estudiantil. Por esto, recogimos dis-
tintas perspectivas que permitieron a la política ser incluyente, y apostamos por 
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los enfoques diferencial, de derechos humanos y territorial, y las perspectivas 
de género e interseccionalidad. Lo anterior permitió una mirada centrada en 
las poblaciones priorizadas por la sed: estudiantes con discapacidad, víctimas 
del conflicto armado, lgbti, indígenas, negros, afros, raizales, palenqueros y 
rom. Esto con la intención de superar las nociones poblacionales, identitarias y 
multiculturalistas con las que el Estado ha administrado a los otros (Esguerra y 
Bello, 2014). De este modo, las perspectivas permitieron proponer una visión 
más amplia de las diferencias que evidenciara las posiciones desiguales entre 
hombres y mujeres, así como las variables sociodemográficas de las trayectorias 
vitales donde se interceptan matrices de dominación. 

Vale la pena resaltar que el enfoque diferencial ha sido una perspectiva 
paulatinamente acogida por las entidades públicas colombianas para avanzar 
en acciones que reconozcan la diferencia. Ha sido tanto un método de análisis 
como una guía de acción que reconoce la experiencia de discriminación y 
desigualdad estructural1 de algunos grupos poblacionales. Esto significa que el 
Estado colombiano debe desplegar acciones específicas que permitan la garantía 
de derechos a todas las personas en igualdad de condiciones. Sin embargo, un 
aspecto frágil de dicho enfoque es que puede restringir la acción institucional a la 
eliminación de barreras específicas sin que esto derive en cambios estructurales. 
Así, por ejemplo, se puede construir una rampa en una institución educativa 
para las personas con discapacidad física, o aumentar el número de cupos en 
las instituciones educativas para garantizar el ingreso de más personas. De esa 
manera, aspectos claves del sistema educativo pueden perder fuerza en la acción 
institucional si se centran exclusivamente en un grupo poblacional específico. 

Desde esta posición conceptual, comprendimos que una educación inclu-
siva es uno de los pasos más importantes en el camino al reconocimiento de la 
diversidad. Así, cuando el escenario social se desplegó para mostrarnos la com-
plejidad del tema, resolvimos varias preguntas metodológicas que tuvieron en 
cuenta acciones sensibles a las diferencias y que desarrollaremos a continuación. 

Decisiones metodológicas para la formulación 
de la política 

Sobre la base del marco conceptual expuesto, a continuación, presentaremos la 
definición del problema de política pública y la manera en la que entablamos 
el diálogo con los actores en los talleres participativos. Estos dos momentos del 
diseño de la política estuvieron marcados por decisiones metodológicas respecto 

1	 Bajo este enfoque se plantean cinco categorías clasificatorias de la población: ciclo vital, 
étnico, diversidad funcional, género, orientación sexual, víctimas del conflicto. 
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a la formulación y la recolección de información, que evidencian el aporte de 
la antropología en este proceso. 

Definición del problema de política pública

El análisis de políticas públicas es una disciplina que contribuye a la construc-
ción de alternativas para solucionar problemas socialmente relevantes (Dunn, 
2008; Torres-Melo y Santander, 2013). Como una forma de articular la pers-
pectiva antropológica y el análisis mencionado, para el caso de la educación 
inclusiva del distrito capital, definimos como eje central el reconocimiento y la 
valoración de la diversidad de los estudiantes que hay en el sistema educativo. 
Para esto se tuvo en cuenta que, en 2017, este tuvo 85 994 estudiantes matricu-
lados de poblaciones vulnerables y diversas (Miñana et al., 2018). Así las cosas, 
el contexto que originó la formulación de la política pública estuvo dado por la 
suscripción del país a los marcos normativos internacionales y nacionales sobre 
educación inclusiva, el Plan Sectorial de Educación 2016-2020, y el reconoci-
miento de las necesidades diversas de estas poblaciones en el sistema educativo. 

La definición del problema y de los objetivos de la política fue parte de un 
proceso iterativo de construcción, en el que, desde el equipo de la Universidad 
Nacional de Colombia, identificamos las barreras que impedían la inclusión de 
estudiantes con discapacidad, grupos étnicos, víctimas del conflicto armado y 
personas lgbti, en el sistema educativo de Bogotá (Aldunate y Córdoba, 2011). 
Estas barreras se discutieron, depuraron y priorizaron con los actores que par-
ticiparon en las mesas realizadas en el marco de la formulación de la política. A 
partir del diálogo con los actores, una primera noción del problema que estaba 
enfocada en el acceso y la permanencia de los estudiantes en el sistema educa-
tivo, se transformó para dar paso a una definición más amplia que se tradujo 
en el objetivo de: “lograr la presencia (acceso y permanencia), la participación 
efectiva e integral en la vida escolar, trayectoria educativa completa, y avance 
permanente de los estudiantes en su formación y en sus aprendizajes, recono-
ciendo y valorando su diversidad” (Miñana et al., 2018). 

Ruta metodológica propuesta para la producción 
de información

Teniendo en cuenta el carácter dialógico de la definición del problema, para 
la metodología de producción de información tuvimos en cuenta dos factores 
fundamentales: el tiempo de ejecución del convenio y la participación de actores 
clave. El corto tiempo que tuvimos (seis meses) implicó una serie de decisiones 
puntuales que permitieron articular el alcance del problema, las necesidades de 
las poblaciones priorizadas y las expectativas de la sed y los actores consultados.
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Por esto, propusimos distintas técnicas de producción de información 
en una metodología denominada diagnóstico rápido participativo, un método 
semiestructurado y flexible que facilita el trabajo en equipos multidisciplina-
res y se basa en un conjunto de técnicas que permiten tomar decisiones de 
forma participativa (Villarroel et. al., 2009). De este modo, diseñamos guías e 
instrumentos para realizar entrevistas semiestructuradas, y talleres y grupos de 
discusión con actores estratégicos. Al mismo tiempo, hicimos un ejercicio de 
mapeo para la identificación de actores a partir de la revisión de información 
secundaria, la agrupación en matrices y gráficas, y la selección previa de personas 
estratégicas para el relacionamiento. 

Por consiguiente, nuestra intención fue recoger las voces de distintos acto-
res del ámbito educativo y propiciar espacios de diálogo para construir la política 
con base en sus experiencias. Teniendo en cuenta esto, realizamos entrevistas 
con funcionarios y directivas de la sed, organizaciones ciudadanas, personas 
académicas y expertas en educación y representantes distritales y locales de las 
poblaciones. Las mesas de trabajo se organizaron en una serie de actividades 
que funcionaron como espacios de debate para la identificación de barreras y 
la construcción de propuestas para la política. Finalmente, en un segundo en-
cuentro con los actores, socializamos los avances de la propuesta y recogimos 
inquietudes y sugerencias.

Mesas de trabajo con actores estratégicos

Previo al desarrollo de las mesas de trabajo, realizamos un diagnóstico del 
sistema educativo bogotano para entender su estructura y funcionamiento en 
relación con la atención a la diversidad. Así, caracterizamos la estructura or-
ganizativa del sistema, sus rutas pedagógicas y de acceso diferenciadas, la dis-
tribución por localidades de las poblaciones priorizadas en la política en los 
sistemas de matrícula, y la capacidad física instalada en los colegios distritales. 
Realizamos este ejercicio con los datos oficiales de la sed, principalmente con 
el Sistema Integrado de Matrícula (simat), y profundizamos en la información 
mediante entrevistas a funcionarios de las trece líneas de la Dirección de Inclu-
sión e Integración de Poblaciones (diip) de la sed2. 

Lo anterior permitió reflexionar sobre las formas en las que el sistema 
educativo bogotano funcionaba en relación con la atención a las poblaciones 
diversas. En primer lugar, evidenciamos incongruencias en los registros y las 
categorías poblacionales de los sistemas de información. Así, por ejemplo, se 

2	 Las líneas de trabajo consultadas de la diip fueron: aulas hospitalarias, aula refugio, 
capacidades excepcionales, educación sexual, grupos étnicos, género, responsabilidad 
penal adolescente, trabajo infantil, trastornos del aprendizaje, trata de personas, 
víctimas del conflicto, volver a la escuela y discapacidad. 
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registraron en las bases de datos personas con discapacidad sin un diagnóstico, 
y los tipos de discapacidad no correspondían con las categorías definidas por 
la Organización Mundial de la Salud (oms). Tampoco fue claro el criterio bajo 
el cual una persona se registraba como perteneciente a un grupo étnico. Por 
otra parte, prácticamente todos los actores invitados a los talleres que no eran 
funcionarios de la sed señalaron que había un subregistro de los casos en cada 
una de las categorías.

Frente a las rutas de atención y acceso al sistema educativo, analizamos los 
datos disponibles directamente en una dile (Dirección Local de Educación). De 
este modo, propusimos el caso específico de una niña indígena de la comuni-
dad wounaan, que necesitaba acceder al sistema, y no se encontró información 
al respecto. Otro ejercicio previo que realizamos fue la revisión de marcos 
normativos internacionales y nacionales asociados a los grupos poblacionales 
priorizados y la construcción de una línea de tiempo que abarcó el periodo de 
1990 a 2017. Un hallazgo importante fue la identificación de avances frente al 
reconocimiento de los derechos educativos de estas poblaciones; sin embargo, 
se encontraron excesos e incoherencias en la norma que dificultaban su cumpli-
miento. Finalmente, construimos una lista de barreras, agrupadas en distintas 
categorías, con la información recolectada en el convenio suscrito del 2016. 

Una vez construido el diagnóstico, fue necesario contrastar esta información 
con los actores clave del proceso, decantar el problema de la política y construir 
propuestas. Por eso llevamos a cabo cuatro mesas de trabajo, con distintos 
actores, que fueron estructuradas de la siguiente manera: 1) presentación del 
enfoque conceptual y del objetivo del encuentro; 2) presentación del marco 
normativo y retroalimentación de los participantes; 3) identificación y jerarqui-
zación de las barreras en el sistema educativo; y 4) recolección de propuestas 
para una educación inclusiva. 

Para propiciar el diálogo, agrupamos a los participantes de acuerdo con los 
grupos poblacionales que representaban o los temas que trabajaban. Así, en un 
primer momento, el esquema normativo fue expuesto en las paredes del salón 
para recibir retroalimentación en torno a tres vías: cuál fue la normativa faltante, 
cuál fue la más relevante, y qué necesidades no contemplaba. En un segundo 
momento, los grupos debían jerarquizar la lista de barreras que facilitamos 
previamente y adicionar otras, de acuerdo con su criterio, teniendo en cuenta 
las siguientes categorías: estructurales, culturales, pedagógicas y didácticas, 
político-institucionales y capacidad instalada. Una de las conclusiones más 
importantes fue el hecho de que las barreras priorizadas fueron las culturales, es 
decir aquellas que recogen las creencias que reproducen prejuicios, estereotipos 
y estigmas sobre ciertos grupos poblacionales.
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Finalmente, mediante ejes catalizadores3, incentivamos la formulación 
de soluciones, a dichas barreras, entre los asistentes. No obstante, tuvimos 
algunas dificultades porque las discusiones se concentraron en los problemas 
ya identificados y en propuestas abstractas, en lugar de girar alrededor de so-
luciones concretas. Si bien se alcanzaron los objetivos planteados para los otros 
momentos de las mesas, en este último fue difícil encontrar una sinergia que 
permitiera que las propuestas de un sector incluyeran las necesidades del otro.

Ahora bien, en una segunda mesa, el objetivo fue socializar los avances 
del documento de política y recibir retroalimentación de los participantes para 
concretar líneas de acción. En este punto del proceso ya habíamos analizado la 
información institucional y aquella resultante, tanto en el marco de las mesas 
realizadas previamente como de encuentros bilaterales con diversos actores 
individuales y colectivos. Aquí es importante resaltar que para el diseño meto-
dológico fue determinante la experiencia de las primeras mesas con las que no 
fue posible avanzar en la construcción de propuestas.

Por lo anterior, la estrategia metodológica consistió en la construcción de 
una representación gráfica, de la propuesta política, estructurada a partir de 
tres dimensiones y cuatro ejes (ver figura 9.1). Así, las dimensiones fueron, 
en primer lugar: ciudad educadora que valora la diversidad, que surgió de la 
identificación de los prejuicios sobre la diferencia; en segundo lugar: sistema 
educativo distrital que se transforma y aprende, cuya apuesta fue reconocer que la 
transformación del sistema no depende solo de los docentes, sino también de 
la gestión y de la organización del sistema administrativo; y, por último: escuela 
en la que todos y todas participan y aprenden, que se centra en la vida escolar y 
las prácticas pedagógicas. 

Por otro lado, los ejes transversales fueron: comunicación diversa, que sur-
ge de reconocer que la escuela ha privilegiado ciertos saberes y perspectivas; 
participación y cultura colaborativa, que se contrapone a las dinámicas de com-
petencia, individualismo y exclusión que son perpetuadas en el sistema edu-
cativo; flexibilidad e innovación, cuyo propósito es movilizar una escuela y un 
sistema educativo homogeneizador y flexibilizar la vida y organización escolar; 
y, por último, reflexividad y retroalimentación, una perspectiva necesaria para 
transformar la escuela y el sistema educativo distrital a partir de la reflexión y 
evidencias contrastables.

Como puede verse, el gráfico establece relaciones entre dimensiones, com-
ponentes y líneas de acción que funcionan como catalizadores, es decir, meca-
nismos para promover el diálogo entre actores. De esta manera, organizamos tres 
mesas enfocadas en dimensiones diferentes. En ellas participaron representantes 

3	 Entendimos los ejes catalizadores como acciones o cambios organizacionales que 
generan nuevas prácticas y condiciones –a veces pequeñas en un comienzo– que dan 
lugar a transformaciones más amplias a largo plazo. 
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de cada población para proponer nuevos elementos. Esto último constituyó un 
reto porque muchas propuestas resultaron abstractas, de modo que una de las 
tareas de los moderadores fue orientar la conversación a partir de la siguiente 
pregunta: ¿qué condiciones se necesitan para que estas propuestas sean viables?

Finalmente, el ejercicio de sistematización de los resultados de las mesas 
constituyó el último insumo para la formulación de la política pública de edu-
cación inclusiva. Así, para cada dimensión formulamos acciones estratégicas, 
fases de implementación e indicadores de la política. 

Reflexiones finales

La construcción del documento de política pública surge de la necesidad de 
responder a las demandas de la diversidad poblacional en el sistema educati-
vo distrital. Para ello, tuvimos en cuenta la identificación y valoración de las 
particularidades de cada población, y buscamos soluciones estructurales que 
dieran respuesta a las necesidades transversales de todos los sectores. Por lo 
anterior, fueron imprescindibles las mesas de trabajo con actores estratégicos. 
En ellas fue difícil aterrizar propuestas concretas sobre cómo lograr un sistema 
educativo inclusivo; sin embargo, la participación de diversos actores en un 
mismo espacio y las discusiones fueron un insumo clave para la elaboración 
del documento final.

Tradicionalmente el ejercicio profesional de la antropología se concentra 
en la exploración de prácticas de lo que hace la gente, lo que dice la gente y lo 
que la gente dice que hace. Esta es una labor que se desarrolla a largo plazo y 
de manera situada, pues aun cuando sabemos de la conexión entre lo particular 
y lo general, los universos de comprensión son delimitados cuidadosamente. 
En cambio, en la formulación de políticas, el objetivo es solucionar problemas 
públicos o socialmente relevantes en corto tiempo, lo que significa un reto por-
que exige pensar en soluciones creativas y concretas, considerar los impactos de 
política (¿quién la implementa?, ¿sobre quién recae? y ¿quiénes son los sujetos 
que hacen posible que la política funcione?), y reconocer que esta tiene vida 
propia (Appadurai, 1991). En ese sentido, la formulación fue un reto porque nos 
exigió encontrar un balance entre estas dos perspectivas y cumplir las condiciones 
que estableció la entidad que lideraba el proceso: limitaciones de tiempo (seis 
meses), un equipo pequeño y dificultades para acceder a información sobre el 
sistema educativo. Además, este ejercicio también permitió el posicionamiento 
del equipo en un escenario en donde debíamos formular propuestas y soluciones 
concretas al problema al que se enfrentaba la política, una tarea que usualmente 
no es encargada a la antropología académica. 
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En concordancia con el ejercicio antropológico, el trabajo etnográfico indaga 
la manera como las personas experimentan distintas áreas de sus vidas. En nuestra 
experiencia en el diseño de la política pública de educación inclusiva, recogimos 
diversas voces y relatos sobre exclusión, principalmente de expertos y personas 
de la comunidad educativa, que logramos articular con la propuesta gracias a la 
sensibilidad antropológica del equipo y su cercanía con el sistema educativo. Sin 
embargo, por el balance entre distintas variables que se mencionaron anterior-
mente, no tuvimos la oportunidad de profundizar en las experiencias concretas 
de discriminación de niñas, niños y adolescentes en el sistema educativo distrital. 
Por lo anterior, vale la pena resaltar que una tarea necesaria de cualquier formu-
lación de política pública es el reconocimiento de las experiencias de vida de las 
personas a quienes finalmente van dirigidas las soluciones propuestas.

La influencia de la perspectiva antropológica también fue visible en la 
definición de las recomendaciones de la política pública. Estas partieron de lo 
recogido en los talleres y demás conversaciones con actores y del diagnóstico 
que realizamos sobre el sistema educativo distrital. Por medio de las dimensio-
nes, ejes y acciones estratégicas de la política, propusimos la transformación 
de la escuela desde el aula y desde el sistema educativo y la ciudad educadora. 
De esta manera, entendimos que la ciudad y el sistema tienen que recorrer un 
camino hacia la valoración de la diversidad para generar un cambio en la ex-
periencia en la vida escolar de las poblaciones priorizadas. Así, la sensibilidad 
antropológica hacia el reconocimiento y la valoración de la diversidad llevó a 
escuchar y a plantear recomendaciones que, más allá de la superación de ba-
rreras, tienen como objetivo avanzar en la inclusión educativa y trascender la 
mirada segmentada de las poblaciones. 

Como reflexión final, es importante señalar las limitaciones de las acciones 
institucionales y de los actores, que se llevan a cabo bajo perspectivas como la 
del enfoque diferencial. Por un lado, estas han favorecido que ciertas demandas 
específicas se reconozcan por parte del Estado colombiano para que se desplieguen 
acciones diferenciales, con el ánimo de garantizar derechos a todas las personas 
en igualdad de condiciones; y, por otro, se ha tornado difícil la generación de 
convergencias que fortalezcan las demandas particulares. Por consiguiente, un 
punto frágil encontrado es que la acción institucional se enfoque en la elimina-
ción de algunas barreras (como por ejemplo la construcción de una rampa en 
una institución educativa para las personas con discapacidad física), sin que esto 
derive en cambios profundos que beneficien a la población con el reconocimiento 
de la diversidad. De esta manera, aspectos claves del sistema educativo (como el 
aprendizaje a distintos ritmos de niños y niñas), más allá de que se enfoquen en 
un grupo poblacional específico, pueden perder fuerza en el horizonte de acción 
institucional y de otros actores en la movilización de intereses y necesidades. 
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Figura 9.1 Dimensiones, ejes transversales y componentes generales de la política 
de educación inclusiva en Bogotá
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En las últimas décadas, el proceso de 
construcción de las políticas públicas se ha 
transformado. Inicialmente concentrado en 
el Estado, este se abrió progresivamente a 
la participación de otros actores sociales a 
medida que las exigencias de democratización 
se hicieron más insistentes, y fue necesario 
establecer nuevas modalidades de gobernanza 
colaborativa. En esta obra, el lector encontrará, 
en una primera parte, reflexiones sobre el 
desarrollo del estudio de las políticas públicas 
en relación con el papel de la experticia y 
la importancia del rol de la academia en la 
incidencia de estos procesos colaborativos. En 
la segunda parte, el libro presenta, de manera 
reflexiva, trece experiencias de participación en 
procesos de construcción de políticas públicas 
para Colombia en donde la Universidad 
Nacional fue protagonista. Los temas 
abordados se han distribuido en tres  
ejes problemáticos: Ambiente, hábitat  
y alimentación; Salud, políticas sociales y 
 paz; y Derecho y gestión pública.




